En la ciudad de Mar del Plata, a los 13 días del mes de julio del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1740-BB1 “APOLONIO JUAN EDUARDO Y OTROS c. MINISTERIO DE SEGURIDAD s. PROCESO SUMARIO CONTRA SANCIONES EN MATERIA DE EMPLEO PÚBLICO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El entonces titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Depto. Judicial Bahía Blanca dictó sentencia rechazando en todas sus partes la demanda promovida por los Sres. Juan E. Apolonio, Ricardo F. Magrath, José L. Melo, José L. Pirul y Mario A. Navarro contra el Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires. Impuso las costas del proceso en el orden causado y reguló los honorarios profesionales pertenecientes al letrado patrocinante de los accionantes [v. fs. 168/175].

II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto a fs. 178/188 por los accionantes –replicado por el demandado a fs. 195/200- [cfr. res. de fs. 206/207], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear y votar la siguiente

CUESTION

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto a fs. 178/188?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. A fs. 168/175 el a quo dictó sentencia rechazando en todas sus partes la demanda promovida por los Sres. Juan E. Apolonio, Ricardo F. Magrath, José L. Melo, José L. Pirul y Mario A. Navarro contra el Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires.

Adujo que para brindar respuesta adecuada al litigio correspondía abordar el tratamiento de las cuestiones vinculadas a determinar, de un lado, si la resolución sancionatoria impugnada resultaba ajustada a derecho y, del otro, si debía disponerse la reincorporación de los accionantes a la fuerza policial con el pertinente reconocimiento del derecho a percibir los salarios caídos.

En tal faena, resaltó que en los sumarios administrativos se reprochaba a los accionantes la participación en diversos eventos que, a su vez, habían originado investigaciones de naturaleza penal de las cuales, aunque no derivaran “directas condenas a los actores”, poseían entidad suficiente como para tener por consumadas diversas faltas disciplinarias.
Resaltó que los pilares argumentales en que los accionantes apoyaron su pretensión resultaban los siguientes: (i) la afectación al debido proceso legal y el derecho de defensa en juicio en el sumario N° 3326-172/305, por cuanto la Administración omitió disponer el traslado obligatorio exigido por el art. 194 del Decreto N° 3.326/04; (ii) la inexistencia de fundamento fáctico suficiente y la consecuente violación a la garantía de defensa en juicio y de razonabilidad en el acto administrativo de cierre de los sumarios cuestionados; (iii) que el sumario N° 3326-171/305 se habría instruído encuadrando la conducta reprochada en un determinado tipo legal, para luego aplicar sanciones sobre la base de un encuadre jurídico distinto y; (iv) que la Resolución N° 115 del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, al no tratar los planteos efectuados en sede administrativa, ni atender al hecho nuevo invocado vinculado al sobreseimiento dispuesto en sede penal, carecía de motivación suficiente. 

Respecto de la primera de las razones blandidas por los accionantes y vinculada a la pretendida omisión en disponer el traslado obligatorio exigido por el art. 194 del Decreto 3.326/04 en el sumario 3326-172/305, precisó –luego de transcribir textualmente la mentada norma-  que de un simple examen del expediente sumarial surgía que la autoridad instructoria dispuso correr el traslado que manda el art. 194 del Decreto ley 3326/04 en la oportunidad procesal adecuada, vista que fuera contestada por el Sr. Ricardo Magrath -el único de los actores involucrado en dicho expediente-, solicitando el sobreseimiento de las actuaciones. Tal cotejo –remarcó- impide tener por configurado vicio alguno.

En segundo término, sostuvo que no se encontraba acreditado el supuesto vicio vinculado a la inexistencia de causa en el acto administrativo que dispuso el cierre de los sumarios.

Precisó que los accionantes se agraviaban por cuanto la actuación sumarial se sustentara “sólo en [las] copias de las investigaciones penales preparatorias que dieron inicio a las causas penales por las que fueran investigados, sin detenerse siquiera a evaluar o meritar si lo plasmado se correspond[ía] con la realidad, faltándole -por tal motivo- un elemento esencial como es el fundamento fáctico suficiente”.
Recordó que si bien resultaba cierto que los hechos habían dado lugar a dos intervenciones distintas (una en sede penal y la otra ante la Administración), el sobreseimiento en el fuero criminal no conllevaba idéntica suerte en sede administrativa, en tanto diversa resulta ser la óptica con que tales conductas se aprecian en una u otra esfera. Recordó con citas jurisprudenciales, la mentada distinción.

Sostuvo que resultaba indubitable que para la autoridad sumarial las conductas de los actores se encontraban reñidas con elementales principios rectores de la función policial y, como tal, resultaban merecedoras de la máxima sanción que autoriza la legislación vigente.
Y ello –en su opinión- fue plasmado en los considerandos de la Resolución N° 1004 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires -que impuso la sanción de exoneración a los actores- y que justifican las sanciones de naturaleza exclusivamente disciplinaria, independientemente de que algunas de tales conductas no dieron lugar, paralelamente, a sanciones de tipo penal.

En cuanto a la pretendida ausencia de motivación suficiente, ilegalidad y arbitrariedad manifiesta atribuida a la Resolución sancionatoria, recordó –con sustento en citas jurisprudenciales- que el acto administrativo por el cual se impone una sanción de cesantía al agente estatal resultaba legítimo en tanto se encontrara fehacientemente fundado y su motivación se ajustara a los antecedentes causales documentados en las actuaciones administrativas ofrecidas como prueba. 
En tal marco, adujo que cabía descartar que en el sumario N° 3326-171/305 se hubiera aplicado una sanción con sustento en un encuadramiento jurídico diverso al que había originado la instrucción sumarial. Para así postularlo remarcó que del examen del expediente administrativo se desprendía: (i) que el auto de imputación por el cual la autoridad sumarial estimó reunida prueba suficiente para recibir declaración indagatoria a los demandantes lo fue “por encontrarlos incursos en las faltas disciplinarias previstas en los arts. 114 inc. d) y 120 incs. b) y m) del Decreto [N° 3326/04]”; (ii) que de los textos de las actas confeccionadas con motivo de las declaraciones recibidas a los actores [fs. 144/145 (Sr. Magrath), fs. 147/148 (Sr. Navarro), fs. 159/160 (Sr. Apolonio), fs. 163/164 (Sr. Pirul) y, fs. 165/166 (Sr. Melo) del expte. N° 3326-171/305], se desprendía que en dicha oportunidad se les hizo conocer acabadamente el motivo de sus respectivos comparendos; (iii) que finalizado el trámite sumarial y producido el acto de elevación, la autoridad instructora encuadró las conductas observadas exclusivamente en la disposición del art. 114 inc. d) del Decreto 3326/04 y; (iv) que al emitir el acto sancionatorio final se encontró a los actores incursos en las conductas tipificadas en los arts. 114 incs. a) y d) y 120 incs. b) y m) del Decreto 3326/04. 

Con todo, descartó que la sanción aplicada lo hubiera sido con sustento en un encuadramiento jurídico diverso al que había originado la instrucción sumarial.

A mayor abundamiento, destacó que la acumulación de las tres causas disciplinarias también tuvo como efecto que la totalidad de las imputaciones -originariamente en trámites separados-, debieran ser resueltas en un solo acto y en un único expediente, todo lo cual justificaba la confluencia de distintas tipificaciones para las conductas imputadas en cada trámite y, por el contrario, no permitían vislumbrar menoscabo alguno al derecho de defensa y menos aún de falta de motivación.
Agregó que la gravedad que suponía la participación de los demandantes en los sucesos investigados a partir de su condición de policías, sumada a la ausencia de justificación suficiente de sus dichos mediante prueba corroborante, resultaban de por sí demostrativas de una inconducta notoria y pasible de una sanción disciplinaria. 

Postuló como evidente la intervención de los actores en los hechos analizados y remarcó que aún cuando no hubiera sido acreditada la existencia penal de tales eventos, se encontraba gravemente afectada la disciplina de la institución policial.
Respecto de las probanzas producidas en autos direccionadas a demostrar la “complacencia de diversos sectores de la sociedad tresarroyense con su accionar policial”, aseveró que no resultaba apta para enervar las secuelas de una investigación interna eficaz y sustentada en probanzas categóricas más que suficientes para apuntalar las sanciones aplicadas. 

En suma, consideró que las sanciones expulsivas impuestas a los actores con fundamento en los arts. 114 incs. a) y d) y 120 incs. b) y m) del Decreto 3326/04 resultaban ajustadas a derecho en punto a su legalidad y razonabilidad (arts. 18 y 28 de la Constitución Nacional y 15 y 57 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires). 


2. Contra dicho pronunciamiento se alzan los apelantes y solicitan se lo revoque en todos sus términos.

Aducen que el a quo construye su razonamiento partiendo de una premisa falsa como resulta la de afirmar que fueron las actuaciones administrativas las que dieron origen a la causa penal.

Aseveran que las constancias probatorias agregadas al sumario administrativo fueron extraídas directamente de la causa penal en la que se los sobreseyó definitivamente por “inexistencia del delito”, razón por la cual se les debe desconocer aptitud suficiente para sustentar la sanción de exoneración dispuesta en las actuaciones sumariales.

Se disconforman de la valoración efectuada respecto de la totalidad de las probanzas de los sumarios administrativos y remarcan que la Resolución N° 1004 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, al sustentarse exclusivamente en las constancias de la investigación penal, carece de motivación suficiente.

Reconocen las diferencias existentes entre la órbitas administrativa disciplinaria y la penal, empero postulan la imposibilidad de aplicar una sanción de exoneración tomando para ello las constancias entonces existentes en la causa criminal en una etapa en la que ni siquiera habían podido ejercer su constitucional derecho de defensa, máxime cuando el resultado del proceso punitivo determinó la inexistencia de delito alguno.


Remarcan que las declaraciones testimoniales, las escuchas telefónicas y las restantes pruebas que constan en el sumario -y que fueron ponderadas en la Resolución N° 1004 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires- se produjeron en la causa penal. De ahí entonces que estiman, aunque sin desconocer la independencia existente entre la esfera administrativa disciplinaria y la penal, que la Administración debió valorar la totalidad de las probanzas que surgen de las actuaciones criminales y que –según aducen- condujeron al sobreseimiento definitivo por inexistencia de delito.


Consideran que los hechos que el juzgador tiene por acreditados para postular la legitimidad de los actos administrativos impugnados no se sustentan en las constancias obrantes en los sumarios. Agregan que un pormenorizado análisis de las actuaciones administrativas permite concluir que: (i) el marco probatorio del sumario administrativo se sustenta en las fotocopias que dieron inicio a la causa penal y que se omitió ordenar la agregación de las producidas con posterioridad en el proceso criminal; (ii) los hechos base de la imputación no se encuentran acreditados; (iii) existe absoluta identidad entre las conductas investigadas en sede penal y ante la Administración y que mientras en esta última fueron pasibles de la sanción más grave que prevé el ordenamiento, en aquélla fueron sobreseídos por inexistencia del delito y; (iv) el acto administrativo sancionador carece de adecuada motivación.  


Argumentan que aunque resulte válido reconocerle independencia al resultado de la causa penal con el sumario, lo cierto es que, permitida la adecuada defensa en el proceso penal pudieron acreditar la inexistencia de los hechos endilgados, empero en el sumario administrativo no sólo no se investigó absolutamente nada, sino que sustentándose en pruebas parciales obtenidas del expediente criminal, se llegó a aplicar la más gravosa de las sanciones. Tal diversidad en las conclusiones a las que se arriba como corolario de los distintos procedimientos patentizan la sinrazón de lo resuelto por la Administración.


Indican que el magistrado de grado incurre en una defectuosa interpretación de los antecedentes del proceso cuando asevera que ha existido una “inconducta notoria susceptible de ser sancionada” desde que, un minucioso examen de las actuaciones sumariales así como de las restantes probanzas documentales [recortes periodísticos] y testimoniales, resultan determinantes en cuanto a la inexistencia del hecho imputado.


Se agravian del modo de valoración de las declaraciones testimoniales existentes en la causa, desde que tales medios probatorios permitirían inferir que la modalidad en que prestaban el servicio policial había permitido “… mejorar notablemente la imagen que sobre la policía existía en Tres Arroyos…”


Puntualizando sobre los vicios que -según su análisis- portaría la Resolución atacada, remarcan que en el sumario administrativo N° 171/305 las supuestas conductas ilícitas se encuadraron en en el artículo 114 inc. d) del Decreto N° 3326/04, empero, al momento de aplicarse la sanción, se les endilgó las conductas previstas en los artículos 114 incs. d) y a) y 120 incs. b) y m). Tal proceder de la Administración conforma una grave lesión al derecho de defensa que –afirman- no puede ser convalidado por la jurisdicción.  


Por último, indican que se han omitido brindar debidas razones para adoptar la más gravosa de las sanciones previstas en el ámbito de la relación de empleo público (la exoneración de la fuerza policial).


Concluyendo su embate contra el fallo de grado, y reiterando textualmente el relato efectuado en el escrito de demanda vinculado a los sumarios N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326 171/305; N° 21.100-248.889/05 ISA 172/305 y; N° 21.100-231.162/05 ISA 92/305, postulan la nulidad de los actos administrativos. 

3. A fs. 195/200 la demandada replica los agravios vertidos por los accionantes.


Resalta que en el marco del procedimiento sumarial se ha respetado adecuadamente el derecho de defensa de los reclamantes.


Indica que del análisis de los sumarios administrativos no se desprende discordancia alguna entre las conductas imputadas a los accionantes y aquellas por las que en definitiva se los sancionara. Resalta –además- que efectuada la imputación, se les confirió el traslado previsto en el artículo 194 del Decreto N° 3326/04 a fin de que pudieran los sumariados alegar y ofrecer todas las defensas y probanzas que consideraran procedentes.


Subraya que en el sumario identificado bajo el N° 3326-171/305 se les comunicó a los accionantes que las faltas imputadas encuadraban en las previsiones de los artículos 114 inc. d) y 120 incs. b) y m) del Decreto 3326/04, sin que efectuaran descargo ni defensa sino hasta la oportunidad de disponerse el “auto de elevación”.


En cuanto al sumario N° 3326-92/305 reseña que se les imputó la infracción del deber contenido en el artículo 114 inc. d) del Decreto N° 3326/04, oportunidad en la que solamente ejerció su derecho de defensa el agente Navarro y recién luego del “auto de elevación”. 


Por último, postula que en el expediente N° 3326-172/305 únicamente se le notificó la imputación al Sr. Magrath por ser el mentado agente policial el imputado en ese sumario.


En suma, remarca que los accionantes tuvieron desde el momento en que se iniciaron los procedimientos disciplinarios debido conocimiento de las faltas endilgadas, así como también la posibilidad de materializar sus defensas respecto de la imputación efectuada. 


Por ello entiende que las Resoluciones sancionatorias se encuentran debidamente motivadas y que mal pueden los accionantes pretender traspolar el resultado de la causa penal a una esfera de análisis diversa como resulta ser la vinculada al ámbito administrativo sancionador.


Por último, agrega que no es cierto que la totalidad de las causas penales en las que se encontraron envueltos los accionantes hubieran concluido con el dictado de un sobreseimiento por inexistencia de delito. Es que, en el marco de la Instrucción Penal Preparatoria N° 15.929 el proceso penal culminó como consecuencia del pago voluntario de la multa, modalidad conclusiva del proceso penal cuyos efectos no podrían asimilarse a los derivados de una sentencia de absolución o sobreseimiento.


En conclusión, postula la legitimidad de los actos administrativos dictados en el contexto de las actuaciones sumariales y peticiona  el rechazo íntegro de la pieza recursiva articulada por los accionantes.


II. El recurso no merece estima.


1. La sentencia de grado no porta los yerros que se le endilgan en apelación, por cuanto luce ajustada a los antecedentes probatorios que se tienen a la vista –según se demostrará seguidamente- y a la doctrina jurisprudencial aplicable a la materia debatida. 


Los actores pretendían se declare la nulidad tanto de la Resolución N° 1004/05 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires por la cual se les impuso la sanción de exoneración de la fuerza policial, como de la Resolución N° 115/07 del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires [confirmatoria de la anterior] dictadas en el marco de los sumarios administrativos N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305); 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305) y 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305). 


Sustentaron su pretensión anulatoria arguyendo las siguientes razones: (i) que el marco probatorio del sumario administrativo se sustenta solamente en las fotocopias que dieron inicio a la causa penal y que se omitió ordenar la agregación de las producidas con posterioridad en el proceso criminal; (ii) que los hechos base de la imputación no se encuentran acreditados; (iii) que existe absoluta identidad entre las conductas investigadas en sede penal y ante la Administración, y que cuando en esta última fueron pasibles de la sanción más grave que prevé el ordenamiento, en aquélla fueron sobreseidos por inexistencia del delito; (iv) que se ha violentado el derecho de defensa desde que, habiéndoseles imputado la comisión de un hecho encuadrable jurídicamente en el art. 114 inc. d) del Decreto N° 3326/04, se concluyó la actuación sumarial aplicando una sanción en los términos de los artículos 114 incisos d) y a) y 120 incisos b) y m) del Decreto N° 3326/04.


En similar factura articulan los agravios de apelación en tanto entienden que el juzgador de la instancia no brindó adecuada respuesta a los mentados cuestionamientos.

2. Para responder, entonces, al interrogante planteado ante esta Alzada, habré de examinar los sumarios administrativos instruidos:



a. La instrucción sumarial N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305 se originó con motivo de la iniciación de la Instrucción Penal Preparatoria N° 17.118 en la que resultaron imputados los Sres. Juan E. Apolonio, Ricardo F. Magrath, José L. Melo, José L. Pirul y Mario A. Navarro y la Sra. María Andrea Knudsen [quien no ha impugnado en estas actuaciones los actos administrativos sancionatorios].


Colectadas las constancias de la causa penal [v. fs. 1/91 del expte. N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305] con fecha 11/04/2005 y luego de considerar el Auditor Sumarial que se encontraban reunidos elementos suficientes para tener por acreditada la existencia de  faltas disciplinarias en los términos de los artículos 114 inciso d) y 120 incisos b) y m) del Decreto N° 3326/04, dispuso el llamado a declaración de los imputados según lo prescripto en los arts. 185 y 186 del Decreto N° 3326/04 [v. fs. 94/95 del expte. N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305]. 

En el mentado auto de imputación se endilgó a los ex agentes el incumplimiento de los deberes legalmente impuestos por las normas que rigen la actuación del personal policial, conducta agravada [tal lo que se desprende del acto de imputación] por la afectación a la dignidad humana producida en la oportunidad de efectuar la detención de la Sra Balmaceda y del Sr. Pellegrini durante los procedimientos llevados a cabo durante los días 30-12-2004 y 31-12-2004, respectivamente.


Practicada la declaración de los imputados a fs. 144/145 (Sr. Magrath); fs. 147/148 (Sr. Navarro); fs. 159/162 (Sr. Apolonio); fs. 163/164 (Sr. Pirul) y fs. 165/166 (Sr. Melo), recepcionado a fs. 171/172 el testimonio del Sr. Tosetti y de la Sra. Marquinez, el Sr. Instructor Sumarial dispuso, siguiendo lo reglado por el artículo 193 inc. d) del Decreto N° 3326/04, declarar agotada la instrucción y elevar las actuaciones al Sr. Auditor General aconsejando la aplicación de la sanción de exoneración (v. fs. 188/189 del expte. N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305).


 Efectivizado a los imputados el traslado previsto en el artículo 194 del Decreto N° 3326/04 (v. fs. 190 y 200/205 del expte. N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305), a fs. 211/213 (Sr. Melo); fs. 214/216 (Sr. Pirul); fs. 217/219 (Sr. Apolonio); fs. 220/222 (Sr. Magrath) y fs. 223/226 (Sr. Navarro) de las mentadas actuaciones, los sumariados peticionaron su sobreseimiento.


Por último, y en condiciones de dictarse la Resolución prevista en el artículo 195 del Decreto N° 3326/04, se dispuso acumular las actuaciones a los sumarios N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305) y 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305).


b. La instrucción sumarial N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305) se originó con motivo de formación de la Instrucción Penal Preparatoria N° 17.129 en la que resultó imputado el Sr. Ricardo F. Magrath.


Colectadas las constancias de la causa penal [v. fs. 1/156 del expte. N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305), con fecha 11-04-2005 y luego de considerar el Auditor Sumarial que se encontraban reunidos elementos suficientes para tener por acreditada la existencia  de faltas disciplinarias en los términos de los artículos 114 inciso d) y 120 incisos b) y m) del Decreto N° 3326/04 dispuso el llamado a declaración del ex–agente en el marco de los arts. 185 y 186 del Decreto N° 3326/04 [v. fs. 160/161 del expte. N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305). 

En el referido auto de imputación se endilgó al ex–agente Magrath el incumplimiento de los deberes legalmente impuestos por las normas que rigen su actuación, consistente en haber omitido denunciar la comisión de un ilícito penal (facilitación de la prostitución), estando obligado a ello por su condición policial.


Practicada la declaración del imputado a fs. 172/175 144/145 y agregadas las constancias fotográficas (v. fs. 213/217), el Sr. Instructor Sumarial dispuso, en los términos del artículo 193 inc. d) del Decreto N° 3326/04, declarar agotada la instrucción y elevar las actuaciones al Sr. Auditor General aconsejando la aplicación de la sanción de exoneración (v. fs. 220/223 del expte. N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305).


 Efectivizado al imputado el traslado previsto en el artículo 194 del Decreto N° 3326/04 (v. fs. 223 del expte. N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305) el sumariado peticionó su sobreseimiento.


Por último, y en condiciones de dictarse la Resolución prevista en el artículo 195 del Decreto N° 3326/04, se dispuso acumular las actuaciones a los sumarios N° 21.100-250.113/05 (ISA N° 3326-171/305) y N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305).


c. La instrucción sumarial N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305) se originó con motivo de la iniciación de la Instrucción Penal Preparatoria N° 15.926 en la que resultaron imputados los Sres. Ricardo F. Magrath, Mario A. Navarro, José L. Melo, Juan E. Apolonio y José L. Pirul.


Colectadas las constancias de la causa penal y de los libros de guardia policial [v. fs. 2/101 del expte. N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305), dispuesta la desafectación del servicio de los sumariados, con fecha 31-03-2005 y luego de considerar el Auditor Sumarial que se encontraban reunidos elementos suficientes para tener por acreditada la existencia de faltas disciplinarias en los términos del artículo 114 inciso d) del Decreto N° 3326/04 dispuso el llamado a declaración de los imputados según lo reglado en los arts. 185 y 186 del Decreto N° 3326/04 [v. fs. 311 del expte. N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305)]. 

Le endilgó a los imputados el incumplimiento de los deberes legalmente impuestos por las normas que rigen su actuación, consistente en haber omitido intervenir funcionalmente para evitar los juegos de azar regenteados en la ciudad de Tres Arroyos por el Sr. Monroy, no obstante tener conocimiento y trato fluído con el capitalista de juego clandestino.


Practicada la declaración de los imputados a fs. 345/346 (Sr. Magrath); fs. 349/350 (Sr. Apolonio); fs. 351/352 (Sr. Pirul); fs. 356/357 (Sr. Melo) y fs. 364/365 (Sr. Navarro), recepcionados a fs. 347/348 y fs. 375 los informes producido por diversas fuerzas políticas de la ciudad de Tres Arroyos; agregada a fs. 383/390 la documentación traída por el sumariado Sr. Navarro y desestimada la producción de la restante prueba informativa ofrecida, el Sr. Instructor Sumarial dispuso, con fundamento en el artículo 193 inc. d) del Decreto N° 3326/04, declarar agotada la instrucción y elevar las actuaciones al Sr. Auditor General aconsejando la aplicación de la sanción de exoneración (v. fs. 443/444 del expte. N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305).


 Efectivizado a los imputados el traslado previsto en el artículo 194 del Decreto N° 3326/04 (v. fs. 446 y 459/463 del expte. N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305), a fs. 491/492 (Sr. Apolonio); fs. 496 (Sr. Melo) y fs. 497/499 (Sr. Navarro), los sumariados peticionaron su sobreseimiento.


Por último, y en condiciones de dictarse la Resolución prevista en el artículo 195 del Decreto N° 3326/04, se dispuso acumular las actuaciones a los sumarios N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305) y N° 21.100-250.113/05 (ISA N° 3326-171/305).


3. Acumuladas de tal manera las actuaciones sumariales, y procediendo a emitir un acto administrativo único, con fecha 31-08-2005 se dictó la Resolución N° 1004 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires disponiéndose, luego de ponderar en los términos de los artículo 94 y 95 del Decreto 3326/04 las circunstancias agravantes y atenuantes del caso, aplicar a los accionantes la sanción de exoneración por hallarlos responsables de las faltas previstas en los artículos 120 inc. b) [cometer actos que impliquen la afectación de la dignidad humana y/o violen Derechos Humanos]; 120 inc. m) [Cometer por acción u omisión, todo acto que importe el incumplimiento de un deber legalmente impuesto al agente por las normas que rigen su actuación, en tanto se verifique de ésta una grave afectación a su racionalidad y legalidad]; art. 114 inc. a) [Mantener vinculación personal con delincuentes, contraventores o personas de notoria mala fama], y art. 114 inc. d) [Cometer por acción u omisión, todo acto que importe el incumplimiento de un deber legalmente impuesto al agente por las normas que rigen su actuación, en tanto se verifique de éste una grave afectación a la imagen pública de las Policías].


Por último, e interpuestos por los accionantes recurso de apelación conforme el art. 201, 2° párrafo, del Decreto N° 3326/04 y declarada su admisibilidad formal mediante las Resoluciones N° 1962/06 y 2586/06 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires (v. fs. 699 y 709 del expte. N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305), las actuaciones fueron luego elevadas a consideración del Sr. Ministro de Seguridad, quien previa intervención de la Asesoría General de Gobierno (v. fs 702; 711 y 734 expte. N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305), los rechazó en todos sus términos.


4. Precisado de tal manera el iter procedimental que culminó con el dictado de la medida segregativa cuya legitimidad aquí se examina, adelanto que no observo –al igual que el entonces juez de grado- que se vislumbren los vicios que los accionantes enrostran a los actos administrativos enjuiciados.


Es que, a diferencia de lo postulado por los accionantes, no se ha patentizado que los actos dictados en el procedimiento sancionatorio portaran una motivación aparente como consecuencia de haber prescindido del resultado de las sentencias dictadas en las causas penales que dispararon la actividad sumarial y que los accionantes consideran como una prueba esencial -omitida por la Administración- para desvirtuar las diversas imputaciones efectuadas.


Es dable recordar que la motivación de los actos de la Administración, en especial en materia de potestades discrecionales, es un recaudo que tiende a consolidar la vigencia del principio republicano de gobierno, que impone a los órganos administrativos dar cuenta de sus actos, al tiempo que evita que se afecten los derechos de impugnación de los particulares alcanzados por la resolución y se impida la revisión judicial de la legitimidad y razonabilidad de tales actos (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 54.506 "Romero", sent. de 13-V-1997; B. 51.646 "Viera", sent. de 2-XII1-997; B. 56.727, "Blasetti", sent. de 3-XI-1998; B. 63.473 “V., H.”, sent. de 19-VIII-2009). La consecuencia jurídica de esta infracción es su nulidad (arts. 103, 108 y concs. Dec. ley 7647/70). Cuando el acto es infundado, malinterpreta, desvirtúa u omite los motivos determinantes comprobados o aducidos, procede, entonces, el control anulatorio de la actuación administrativa enjuiciada (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 53.483 "Gómez", sent. de 6-VIII-1996; B. 55.191 "Espilman", sent. de 16-XII-1997; B. 62.241 “Zarlenga”, sent. 27-XII-2002).


Nada de ello acontece en la especie. Sin desconocer que los sumarios administrativos fueron promovidos en razón de las Investigaciones Penales Preparatorias N° 15.926, N° 17.118 y N° 17.129, no puedo soslayar que la Administración no aplicó la sanción expulsiva por haber considerado configurada la comisión de uno o varios delitos, sino que la investigación sumarial se direccionó a establecer si los agentes habían incurrido en la conductas tipificadas en los artículos 114 y 120 del Decreto N° 3326/04 como faltas administrativas reprochables.


De tal modo, la Administración evaluó que el accionar de los agentes policiales resultaba, independientemente del resultado al que se arribara en el ámbito penal, igualmente demostrativo de una conducta contraria a los deberes legalmente impuestos a los agentes por las normas que rigen su actuación, sin que los ex–agentes hubieran podido demostrar que tal conclusión se hubiera sustentado en la arbitraria, caprichosa o defectuosa apreciación de la prueba colectada en el sumario (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 57.438 “V., J.”, sent. de 9-XI-2005).



Se patentiza aún más la sinrazón de las argumentaciones blandidas por los accionantes en tanto no sólo no se ha acreditado en autos que en el ámbito de la Instrucción Penal Preparatoria N° 15.926 [disparadora del sumario N° 21.100-231.162/05 (ISA N° 3326-92/305) hubiera recaído una sentencia que tuviera por inexistentes los hechos supuestamente configurativos de un ilícito penal, sino que, a poco que se examina la sentencia dictada con fecha 25-04-2006 por la Sala II de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Bahía Blanca en la Investigación Penal Preparatoria N° 17.118 (v. fs. 58/73) se advierte que, aunque sin entidad para constituir una conducta delictual, los encausados habían llevado adelante “procedimientos ilegítimos” consistentes en “no comunicar inmediatamente al Señor Agente Fiscal interviniente las circunstancias del caso, para solicitar los respectivos allanamientos en el cementerio … como en el domicilio del Sr. Pellegrini”.


Así, de la sentencia recaída en la Investigación Penal Preparatoria N° 17.118 surge que los hechos que se le endilgaran a los accionantes en el sumario N° 21.100-250.113/05 (ISA N° 3326-171/305) [efectuar procedimientos ilegítimos] aunque sin entidad para configurar un ilícito penal, también se tuvieron por probados en el proceso penal.


5. Para más, y aunque lo antedicho tiene entidad suficiente para descartar el agravio invocado por los apelantes, no puede desconocerse las divergencias existentes entre el pronunciamiento administrativo emitido en el marco de un procedimiento disciplinario y el dictado en el ámbito penal para los casos de sobreseimiento o absolución del sumariado, ya que en sendos trámites los bienes jurídicos tutelados difieren, por lo general, en su esencia (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 55.497 “M., E.”, sent. de 4-X-2006). Así, la mentada doctrina atiende a las diferencias existentes entre las responsabilidades comprometidas, consagrando una independencia en el juzgamiento de la conducta de un funcionario en sede administrativa con respecto a la valoración que ella podría merecer dentro de otros ordenamientos jurídicos, desde que los elementos de convicción que bastan para imponer una sanción disciplinaria dentro la potestad propia del poder administrador, difieren del grado de prueba indispensable para condenar en sede penal por un delito (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 49.364 “Horvitz”, sent. de 19-IV-1988; B. 57.498 “Ceballos”, sent. de 29-X-2003; B. 59.976 “C.; C.”, sent de 14-V-2008).


En suma, las conclusiones a las que se arribaran en los sumarios administrativos instruidos respecto de los accionantes no se apuntalaron en el hecho de haber cometido éstos un delito, sino que su sustanciación obedeció a la necesidad de determinar si incurrieron en una falta a los deberes propios de la función policial, inconducta que, debidamente comprobada, dio ocasión a que se les aplicara una sanción disciplinaria de naturaleza expulsiva (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 55.220 “Vila”, sent. de 12-IX-1995; B. 57.459 “D.; H”, sent. de 28-V-2008). 


6. Tampoco se halla configurada en la especie la invocada afectación del derecho de defensa. Es que, a contrario de lo aseverado por los apelantes, la Administración –una vez reunidos los elementos de cargo- dispuso llamar a declaración a los imputados por considerar que se encontraban reunidos elementos suficientes para tener por acreditada “prima facie” la existencia de faltas disciplinarias definidas en los artículos 114 inciso d) y 120 incisos b) y m) del Decreto N° 3326/04 [v. fs. 93 del expte. N° 21.100-250.113/05 ISA N° 3326-171/305 y fs. 159 del expte. N° 21.100-248889/05 (ISA N° 3326-172/305)]. Mal entonces pueden postular los apelantes que sólo se les imputara la existencia de una falta disciplinaria encuadrable en el artículo 114 inc. d) del Decreto N° 3326/04.


Así, la pretendida falencia, de acuerdo a las particulares circunstancias de la causa [pluralidad de hechos imputados en sede administrativa y dictado –previa acumulación en un único expediente- de una Resolución sancionatoria omnicomprensiva], dista de configurar un vicio capaz de violentar la garantía constitucional de defensa de los actores (argto. doct. S.C.B.A. causa B. 57.563 "Agliani", sent. de 4-VI-2003). Es que los hechos claramente identificados en los autos de imputación fueron plenamente puestos en conocimiento de los sumariados y fue con relación a ellos que materializaron oportunamente el derecho a efectuar sus descargos.


Tengo por cierto entonces que el dictado del acto expulsivo se desplegó en forma regular, y con amplia participación de los accionantes en orden al ejercicio de su derecho de defensa, con adecuada oportunidad de intervenir plenamente en aquél a fin de controvertir la configuración de las conductas reprochadas, así como de la validez de la prueba en que se fundó la imputación y la posterior sanción expulsiva (cfr. doct. S.C.B.A. B. 58.662 “C., M.”, sent. de 23-IV-2008).
 


7. También descarto la configuración del pretendido vicio de exceso en la punición en que, según los apelantes, habría incurrido la Administración al disponer la sanción de exoneración de la fuerza policial. 



Surge diáfanamente de la lectura de la Resolución N° 1004/04 de la Auditoría General de Asuntos Internos del Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, que la Administración ha explicitado las circunstancias fácticas de la Resolución, precisando el encuadre normativo correspondiente a las conductas reputadas a los accionantes y ponderado -en los términos de los artículos 94 y 95 del Decreto N° 3326/04- las circunstancias atenuantes y agravantes, cumplimentando acabadamente el recaudo impuesto por el art. 195, último párrafo, del mentado Decreto 3326/04.


Adviértase que las conductas endilgadas a los agentes policiales tipificadas en los artículos 114 y 120 del Decreto N° 3326/04 constituyen faltas graves en los términos del artículo 94 del referido ordenamiento. Tal tipología de faltas autoriza a la Administración a optar entre un abanico posible de sanciones, la adopción de: suspensión de empleo hasta sesenta (60) días, cesantía o exoneración. 


En tal contexto, y desde el mirador de la doctrina de la Suprema Corte local que postula la necesidad brindar adecuada explicitación de las razones por la que se aplica la medida más severa [exoneración en la especie] en detrimento de aquellas menos gravosas [cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 48.689, "Mendoza", sent. de 31-VII-1990; B. 55.790 "Pintor", sent. de 16-XII-1997; B. 56.456 "López", sent. de 5-IV-2000; B. 59.122 "Huertas Díaz", sent. de 22-X-2003], encuentro debidamente justificada y proporcionada a las faltas comprobadas en sede administrativa la sanción exonerativa dispuesta por la Administración (argto. doct. S.C.B.A. causas B. 56.758 "Neustadt", sent. de 5-IV-2000; B. 58.666, "Jiménez", sent. de 21-VI-2000; B. 55.728 “A., E.”, sent de 29-IV-2009; B. 59.451 "Buffarini de Rakijar”, sent. de 23-III-2010).


8. En suma, a tenor del relevamiento efectuado precedentemente, no encuentro un error de juzgamiento en el pronunciamiento de grado que me convenza sobre un apartamiento del a quo de la regla de valoración probatoria.


Menos aún podría predicarse defecto alguno a las razones blandidas por el magistrado de grado para descalificar las distintas probanzas producidas en la causa y que –en la visión de los apelantes- demostrarían la anuencia de los habitantes de la ciudad de Tres Arroyos respecto de la manera como desempeñaban su función policial [v. declaraciones testimoniales de fs. 153/154; 155/156; 157/158; 159/160 y 162/163]. Ello así, en tanto frente a la apreciación calificada efectuada por la autoridad competente para pronunciarse respecto de las concretas circunstancias del caso sujeto a investigación sumarial, resultan irrelevantes los testimonios de concepto general que se pudieran verter (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 51.490 “Sosa”, sent. de 10-XII-1992). 


Y como ya adelantara, toda la faena judicial se ha visto complementada por una ajustada aplicación de las normas que rigen el caso de conformidad con la doctrina aplicable en la materia.
III. Si lo expuesto es compartido, habré de proponer al Acuerdo desestimar el recurso de apelación articulado a fs. 178/188 y, en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 168/175 en cuanto dispuso rechazar la demanda  promovida por los Sres. Juan E. Apolonio, Ricardo F. Magrath, José L. Melo, José L. Pirul y Mario A. Navarro contra el Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires (arts. 59, 71 y ccdtes. del C.P.C.A.; ley 13.201; Decreto N° 3326/04 y doct. legal citada). Las costas de esta alzada se deberían imponer en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.). 

Voto en consecuencia por la negativa.


La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la negativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA

1. Desestimar el recurso de apelación articulado a fs. 178/188 y, en consecuencia, confirmar la sentencia de fs. 168/175 en cuanto dispuso rechazar la demanda  promovida por los Sres. Juan E. Apolonio, Ricardo F. Magrath, José L. Melo, José L. Pirul y Mario A. Navarro contra el Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires (arts. 59, 71 y ccdtes. del C.P.C.A.; ley 13.201; Decreto N° 3326/04 y doct. legal citada).

2. Distribuir las costas de esta alzada en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).
3. Por los trabajos de alzada, estése a la regulación de honorarios que por separado se efectúa.

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.

